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Reglamento número 94 prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de vehículos en lo que con-
cierne a la protección de los ocupantes en caso de
colisión frontal. Ginebra, 1 de octubre de 1995.
«B.O.E.» núm. 27, de 31 de enero de 2003.

Turquía. 27 de febrero de 2003. Aplicación.
Polonia. 29 de enero de 2003. Aplicación.

Reglamento número 95 prescripciones uniformes rela-
tivas a la homologación de vehículos en lo que con-
cierne a la protección de los ocupantes en caso de
colisión lateral. Ginebra, 6 de julio de 1995. «B.O.E.»
núm. 27, de 31 de enero de 2003.

Polonia. 29 de enero de 2003. Aplicación.

Acuerdo sobre el establecimiento de Reglamentos téc-
nicos mundiales aplicables a los vehículos de ruedas
y a los equipos y piezas que puedan montarse o uti-
lizarse en dichos vehículos. Ginebra, 25 de junio
de 1998. «B.O.E.» núm. 129, de 30 de mayo de 2002.

Suecia. 3 de diciembre de 2002. Adhesión, entrada
en vigor 1 de febrero de 2003.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 4 de junio de 2003.—El Secretario General

Técnico, Julio Núñez Montesinos.

13281 ACUERDO para la promoción y protección
recíproca de inversiones entre España y Bos-
nia y Herzegovina, hecho en Madrid el 25
de abril de 2002.

ACUERDO PARA LA PROMOCIÓN Y PROTECCIÓN
RECÍPROCAS DE INVERSIONES ENTRE ESPAÑA

Y BOSNIA Y HERZEGOVINA

España y Bosnia y Herzegovina (en adelante «las Par-
tes Contratantes»),

Deseando intensificar su cooperación económica en
beneficio recíproco de ambos países,

Proponiéndose crear condiciones favorables para las
inversiones realizadas por inversores de cada Parte Con-
tratante en el territorio de la otra Parte Contratante,

y
Reconociendo que la promoción y protección de las

inversiones con arreglo al presente Acuerdo estimularán
las iniciativas en este campo,

Han convenido en lo siguiente:

Artículo 1. Definiciones.

A los efectos del presente Acuerdo:

1. Por «inversor» se entenderá cualquier nacional
o cualquier sociedad de una de las Partes Contratantes
que realice inversiones en el territorio de la otra Parte
Contratante:

a) Con respecto a España:

i) Por «nacional» se entenderá toda persona física
que, con arreglo al derecho español, sea considerada
nacional de España;

ii) Por «sociedad» se entenderá toda persona jurí-
dica constituida de conformidad con las leyes vigentes
en España, que tenga su domicilio social, sede central
de dirección o su centro principal de actividad en el
territorio de España.

b) Con respecto a Bosnia y Herzegovina:

i) Por «nacional» se entenderá toda persona física
cuya condición de nacional de Bosnia y Herzegovina

venga establecida por las leyes vigentes en Bosnia y
Herzegovina si tiene su residencia permanente o centro
principal de actividad en Bosnia y Herzegovina;

ii) Por «sociedad» se entenderá toda persona jurí-
dica constituida de conformidad con las leyes vigentes
en Bosnia y Herzegovina, que tenga su domicilio social,
sede central de dirección o su centro principal de acti-
vidad en el territorio de Bosnia y Herzegovina.

2. Por «inversión» se entenderá todo tipo de activos
y, en particular, aunque no exclusivamente, los siguien-
tes:

a) Bienes muebles e inmuebles, así como otros dere-
chos reales, tales como hipotecas, gravámenes, prendas
y derechos similares;

b) Una sociedad o empresa mercantil o participa-
ciones, acciones y obligaciones de una sociedad o cual-
quier otra forma de participación en una sociedad o
empresa mercantil;

c) El derecho a aportaciones monetarias o a cual-
quier otro tipo de prestación en virtud de un contrato
que tenga un valor económico y estén relacionadas con
una inversión;

d) Derechos de propiedad intelectual, procesos téc-
nicos, conocimientos técnicos (know-how) y fondo de
comercio;

e) Derechos para realizar actividades económicas
y comerciales otorgados por la ley o en virtud de un
contrato, incluidas las concesiones para la prospección,
cultivo, extracción o explotación de recursos naturales.

Las inversiones realizadas en el territorio de una Parte
Contratante por cualquier persona jurídica de la misma
Parte Contratante pero poseídas o controladas efecti-
vamente por inversores de la otra Parte Contratante se
considerarán también inversiones realizadas por inver-
sores de la segunda Parte Contratante siempre que se
hayan efectuado de conformidad con las leyes y regla-
mentos de la primera Parte Contratante.

Ningún cambio en la forma en que se inviertan o
reinviertan los activos afectará a su carácter de inversión
siempre que ese cambio se haya realizado de confor-
midad con las leyes y reglamentos de la Parte Contra-
tante receptora.

3. Por «rentas» se entenderán los importes produ-
cidos por una inversión y comprenderán en particular,
aunque no exclusivamente, los beneficios, dividendos,
intereses, plusvalías, cánones, honorarios y otras com-
pensaciones.

4. Por «territorio» se entenderá el territorio terrestre,
las aguas interiores, el mar territorial y el espacio aéreo
de cada una de las Partes Contratantes, así como la
zona económica exclusiva y la plataforma continental
que se extiende fuera del límite del mar territorial de
cada una de las Partes Contratantes y sobre la cual éstas
tienen o pueden tener jurisdicción y/o derechos sobe-
ranos según el derecho internacional.

Artículo 2. Promoción y admisión.

1. Cada Parte Contratante promoverá en su terri-
torio, en la medida de lo posible, las inversiones de inver-
sores de la otra Parte Contratante. Cada Parte Contra-
tante admitirá dichas inversiones de conformidad con
sus disposiciones legales y reglamentarias.

2. Cuando una Parte Contratante haya admitido en
su territorio una inversión, concederá, de acuerdo con
sus disposiciones legales y reglamentarias, todos los per-
misos necesarios en relación con dicha inversión y con
la ejecución de acuerdos de licencia y de contratos de
asistencia técnica, comercial o administrativa. Siempre
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que sea necesario, cada Parte Contratante se esforzará
por expedir las autorizaciones necesarias en relación con
las actividades de consultores y otras personas cuali-
ficadas, independientemente de su nacionalidad.

Artículo 3. Protección.

1. Se concederá en todo momento un tratamiento
justo y equitativo y plena protección y seguridad a las
inversiones realizadas por inversores de una Parte Con-
tratante en el territorio de la otra Parte Contratante. En
ningún caso concederá una Parte Contratante a dichas
inversiones un tratamiento menos favorable que el exi-
gido por el derecho internacional.

2. Ninguna de las Partes Contratantes obstaculizará
en modo alguno, mediante medidas injustificadas o dis-
criminatorias, la gestión, mantenimiento, utilización, dis-
frute o enajenación de dichas inversiones. Cada Parte
Contratante respetará toda obligación que haya contraí-
do por escrito con respecto a las inversiones de inver-
sores de la otra Parte Contratante y que sea claramente
conforme con el derecho interno aplicable.

Artículo 4. Tratamiento nacional y de nación más favo-
recida.

1. Cada Parte Contratante concederá en su territorio
a las inversiones realizadas por inversores de la otra Parte
Contratante un tratamiento no menos favorable que el
otorgado a las inversiones realizadas por sus propios
inversores o por inversores de cualquier tercer Estado,
aplicándose el que sea más favorable para el inversor
interesado.

2. Cada Parte Contratante concederá en su territorio
a los inversores de la otra Parte Contratante, por lo que
respecta a la gestión, mantenimiento, utilización, disfrute
o enajenación de su inversión, un tratamiento no menos
favorable que el otorgado a sus propios inversores o
a inversores de cualquier tercer Estado, aplicándose el
que resulte más favorable para el inversor interesado.

3. El tratamiento concedido en virtud de los apar-
tados 1 y 2 del presente artículo no se interpretará en
el sentido de que se obligue a una Parte Contratante
a hacer extensivo a los inversores de la otra Parte Con-
tratante y a sus inversiones el beneficio de cualquier
tratamiento, preferencia o privilegio resultante de la per-
tenencia o asociación a cualquier unión aduanera, eco-
nómica o monetaria futura o ya existente o a cualquier
otra organización de integración económica regional.

4. Las medidas que se deban tomar por motivos
de seguridad y orden públicos o de sanidad pública no
se considerarán tratamiento menos favorable a efectos
del presente artículo.

Artículo 5. Expropiación.

1. Las inversiones de inversores de cualquiera de
las Partes Contratantes en el territorio de la otra Parte
Contratante no serán nacionalizadas, expropiadas ni
sometidas a medidas de efecto equivalente a la nacio-
nalización o expropiación (en adelante denominadas «ex-
propiación»), salvo por causa de interés público, con arre-
glo a los debidos procedimientos legales, de manera
no discriminatoria y mediante el pago de una indem-
nización pronta, adecuada y efectiva.

2. Dicha indemnización corresponderá al valor justo
de mercado de la inversión expropiada inmediatamente
antes de que la expropiación o de que la inminencia
de la expropiación llegaran a ser de dominio público,
si esto último ocurre antes (en lo sucesivo «fecha de
tasación»).

3. Dicho valor de mercado se calculará en una
moneda libremente convertible y al tipo de cambio de

mercado vigente para esa moneda en la fecha de tasa-
ción. La indemnización incluirá los intereses a un tipo
comercial establecido sobre la base del mercado para
la moneda de tasación desde la fecha de la expropiación
hasta la fecha del pago. La indemnización se pagará
sin demora, será efectivamente realizable y libremente
transferible.

4. Con arreglo a la legislación de la Parte Contra-
tante que realice la expropiación, el inversor afectado
tendrá derecho a que la autoridad judicial u otra auto-
ridad competente e independiente de esa Parte Con-
tratante revise con prontitud su caso, incluidos la tasa-
ción de su inversión y el pago de la indemnización, de
conformidad con los principios estabecidos en el pre-
sente artículo.

5. Cuando una Parte Contratante expropie los acti-
vos de una sociedad constituida con arreglo a la legis-
lación vigente en cualquier parte de su propio territorio
y en la que tengan participación inversores de la otra
Parte Contratante, se asegurará de que se aplique lo
dispuesto en el presente artículo para garantizar una
indemnización pronta, adecuada y efectiva respecto de
su inversión a los inversores de la otra Parte Contratante
que sean titulares de dichas participaciones.

Artículo 6. Compensación por pérdidas.

1. A los inversores de una Parte Contratante cuyas
inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante
sufran pérdidas debidas a guerra u otro conflicto armado,
estado de emergencia nacional, revolución, insurección,
disturbios civiles u otros acontecimientos similares, esta
última Parte Contratante les concederá, a título de res-
titución, indemnización, compensación u otro arreglo,
un tratamiento no menos favorable que el que dicha
Parte Contratante conceda a sus propios inversores o
a inversores de cualquier tercer Estado, aplicándose el
tratamiento que resulte más favorable para el inversor
afectado. Los pagos que se deriven de ello serán libre-
mente transferibles.

2. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, a los
inversores de una Parte Contratante que, en cualquiera
de las situaciones mencionadas en dicho apartado,
sufran pérdidas en el territorio de la otra Parte Contra-
tante como consecuencia de:

a) La requisa de la totalidad o de una parte de su
inversión por las fuerzas o autoridades de dicha Parte
Contratante; o

b) La destrucción de la totalidad o de una parte
de su inversión por las fuerzas o autoridades de dicha
Parte Contratante, sin que lo exigiera la necesidad de
la situación,

Dicha Parte Contratante les concederá una restitución
o indemnización que en cualquier caso deberá ser rápida,
adecuada y efectiva. Los pagos que se deriven de ello
se realizarán sin demora y deberán ser libremente trans-
feribles.

Artículo 7. Transferencias.

1. Cada Parte Contratante garantizará a los inver-
sores de la otra Parte Contratante la libre transferencia
de todos los pagos relacionados con sus inversiones.
Dichas transferencias incluirán en particular, aunque no
exclusivamente:

a) El capital inicial y otros importes adicionales para
mantener o ampliar una inversión;

b) Las rentas de inversión, con arreglo a la definición
del artículo 1;

c) Los fondos en concepto de reembolso de prés-
tamos relacionados con una inversión;
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d) Las indemnizaciones previstas en los artículos 5
y 6;

e) El producto de la venta o liquidación, total o par-
cial, de una inversión;

f) Los ingresos y otras remuneraciones recibidas por
el personal contratado en el extranjero en conexión con
una inversión;

g) Los pagos derivados de la solución de una con-
troversia.

2. Las transferencias a que se refiere el presente
Acuerdo se realizarán sin demora, en una moneda libre-
mente convertible y al tipo de cambio de mercado vigen-
te en la fecha de la transferencia.

3. Las Partes Contratantes se comprometen a con-
ceder a dichas transferencias un tratamiento no menos
favorable que el otorgado a las transferencias originadas
por inversiones realizadas por inversores de cualquier
tercer Estado.

Artículo 8. Aplicación de otras disposiciones.

1. Si la legislación de cualquiera de las Partes Con-
tratantes o las obligaciones dimanantes del derecho
internacional, ya existentes o que surjan posteriormente
entre las Partes Contratantes además del presente Acuer-
do, contienen normas, ya sean generales o específicas,
en virtud de las cuales deba concederse a las inversiones
realizadas por inversores de la otra Parte Contratante
un tratamiento más favorable que el previsto en el pre-
sente Acuerdo, dichas normas prevalecerán sobre el pre-
sente Acuerdo en la medida en que sean más favorables.

2. El presente Acuerdo se entenderá sin perjuicio
de las condiciones más favorables que las contenidas
en el mismo que una de las Partes Contratantes haya
convenido con los inversores de la otra Parte Contra-
tante.

3. Nada de lo dispuesto en el presente Acuerdo afec-
tará a las disposiciones establecidas mediante acuerdos
internacionales en relación con los derechos de propie-
dad intelectual e industrial en que cualquiera de las Par-
tes Contratantes sean o lleguen a ser partes.

Artículo 9. Subrogación.

En caso de que una Parte Contratante o su organismo
designado realice un pago en virtud de una indemni-
zación, garantía o contrato de seguro contra riesgos no
comerciales en relación con una inversión efectuada por
cualquiera de sus inversores en el territorio de la otra
Parte Contratante, esta última reconocerá la cesión de
cualquier derecho o crédito de dicho inversor a la primera
Parte Contratante o a su organismo designado, así como
el derecho de dicha Parte Contratante o de su organismo
designado a ejercer por subrogación dicho derecho o
crédito con el mismo alcance que su predecesor en el
título. Esta subrogación hará posible que la primera Parte
Contratante o su organismo designado sea beneficiario
directo de cualquier pago en concepto de indemnización
u otra compensación a que pueda tener derecho el
inversor.

Artículo 10. Solución de controversias entre las Partes
Contratantes.

1. Cualquier controversia entre las Partes Contra-
tantes referente a la interpretación o aplicación del pre-
sente Acuerdo será resuelta en la medida de lo posible
por conducto diplomático.

2. Si la controversia no pudiera resolverse de ese
modo en el plazo de seis meses desde el inicio de las
negociaciones, será sometida, a petición de cualquiera
de las dos Partes Contratantes, a un tribunal arbitral.

3. El tribunal arbitral se constituirá para caso con-
creto del siguiente modo: en el plazo de dos meses a
partir de la fecha de recepción de la solicitud del arbitraje,
cada Parte Contratante designará un miembro del tri-

bunal. Esos dos miembros elegirán a continuación como
presidente del tribunal a un nacional de un tercer Estado.
El presidente será designado en un plazo de dos meses
a partir de la fecha de nombramiento de los otros dos
miembros.

4. Si no se hubieran hecho las disignaciones nece-
sarias en los plazos fijados en el apartado 3 del presente
artículo, cualquier Parte Contratante podrá, a falta de
cualquier otro acuerdo, instar al Presidente de la Corte
Internacional de Justicia a que realice las designaciones
necesarias. Si el Presidente fuera nacional de cualquiera
de las Partes Contratantes o no pudiera desempeñar
dicha función por otras razones, se instará al Vicepre-
sidente a que efectúe las designaciones necesarias. Si
el Vicepresidente fuera nacional de una de las Partes
Contratantes o tampoco pudiera desempeñar dicha fun-
ción, se instará a efectuar las designaciones necesarias
al miembro de la Corte Internacional de Justicia que
le siga en antigüedad y que no sea nacional de ninguna
de las Partes Contratantes.

5. El tribunal arbitral emitirá su decisión sobre la
base del respeto de las leyes y de las disposiciones con-
tenidas en el presente Acuerdo o en otros acuerdos
vigentes entre las Partes Contratantes, así como de los
principios universalmente aceptados del derecho inter-
nacional.

6. A menos que las Partes Contratantes decidan
otra cosa, el tribunal arbitral establecerá su propio pro-
cedimiento.

7. El tribunal arbitral adoptará su decisión por mayo-
ría de votos y dicha decisión será definitiva y vinculante
para ambas Partes Contratantes.

8. Cada Parte Contratante correrá con los gastos
del árbitro por ella designado y los relacionados con
su representación en los procedimientos arbitrales. Los
demás gastos, incluidos los del presidente, serán sufra-
gados a partes iguales por las dos Partes Contratantes.

Artículo 11. Controversias entre una Parte Contratante
e inversores de la otra Parte Contratante.

1. Las controversias que surjan entre una de las
Partes Contratantes y un inversor de la otra Parte Con-
tratante con respecto a una inversión en el sentido del
presente Acuerdo serán notificadas por escrito, inclu-
yendo una información detallada, por el inversor a la
primera Parte Contratante. En la medida de lo posible,
las partes interesadas tratarán de resolver estas con-
troversias amistosamente.

2. Si dichas controversias no pudieran resolverse
de forma amistosa en un plazo de seis meses a partir
de la fecha de la notificación por escrito mencionada
en el apartado 1, la controversia podrá ser sometida,
a elección del inversor a:

El tribunal competente de la Parte Contratante en
cuyo territorio se haya efectuado la inversión, o

Un tribunal de arbitraje ad hoc establecido según el
Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Naciones
Unidas para el Derecho Mercantil Internacional, o

Al Centro Internacional de arreglo de diferencias rela-
tivas a inversiones (CIADI), establecido en virtud del
«Convenio sobre el arreglo de diferencias relativas a
inversiones entre Estados y nacionales de otros Estados»,
abierto a la firma en Washington el 18 de marzo de 1965.

3. Ninguna de las Partes Contratantes proseguirá
por conducto diplomático ninguna controversia al Centro
a menos que:

a) El Secretario General del Centro o una comisión
de conciliación o un tribunal arbitral constituido por el
Centro, decida que la controversia no entra en el ámbito
de competencia del Centro, o

b) La otra Parte Contratante no cumpla o no respete
un laudo dictado por un tribunal arbitral.
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4. El arbitraje se basará en:
Las disposiciones contenidas en el presente Acuerdo;
Las normas y los principios universalmente recono-

cidos del derecho internacional, y
El derecho nacional de la Parte Contratante en cuyo

territorio se haya realizado la inversión, incluidas las
reglas relativas a los conflictos de leyes.

5. Una Parte Contratane no podrá alegar como
excepción que el inversor ha recibido o va a recibir, en
virtud de una garantía o de un contrato de seguro, una
indemnización u otra compensación por la totalidad o
una parte de los daños en cuestión.

6. Las decisiones arbitrales serán definitivas y vin-
culantes para las partes en la controversia. Cada Parte
Contratante se compromete a ejecutar las decisiones
de acuerdo con su legislación nacional.

Artículo 12. Ámbito de aplicación.

1. El presente Acuerdo será aplicable a las inver-
siones realizadas, tanto antes como después de su entra-
da en vigor, por inversores de una Parte Contratante
en el territorio de la otra Parte Contratante. No obstante,
el presente Acuerdo no será aplicable a hechos o con-
troversias surgidos antes de su entrada en vigor.

2. El tratamiento concedido en virtud del presente
Acuerdo no será aplicable a materias tributarias.

Artículo 13. Entrada en vigor, duración y extinción.

1. El presente Acuerdo entrará en vigor en la fecha
en que las Partes Contratantes se hayan notificado
mutuamente el cumplimiento de las respectivas forma-
lidades constitucionales exigidas para la entrada en vigor
de acuerdos internacionales. Permanecerá por un perío-
do inicial de diez años y se renovará tácitamente por
períodos consecutivos de dos años.

2. Cualquiera de las Partes Contratantes podrá
denunciar el presente Acuerdo mediante notificación
previa por escrito seis meses antes de su expiración.

3. Con respecto a las inversiones efectuadas antes
de la fecha de extinción del presente Acuerdo, las dis-
posiciones de sus demás artículos seguirán surtiendo
efecto por otro período de diez años a partir de dicha
fecha de extinción.

4. El presente Acuerdo podrá modificarse mediante
acuerdo por escrito entre las Partes Contratantes. Dicha
modificación entrará en vigor según el mismo proce-
dimiento exigido para la entrada en vigor del presente
Acuerdo.

5. El presente Acuerdo se aplicará independiente-
mente de que las Partes Contratantes tengan o no rela-
ciones diplomáticas o consulares.

En fe de lo cual, los plenipotenciarios respectivos fir-
man el presente Acuerdo.

Hecho en Madrid, el día 25 de abril de 2002, por
duplicado, en español, bosnio, croata, serbio e inglés,
siendo todos los textos igualmente auténticos. En caso
de discrepancia en la interpretación, prevalecerá el texto
en inglés.

Por España Por Bosnia y Herzegovina
Josep Piqué i Camps, Zlatko Lagumdzija,

Ministro de Asuntos Exteriores Ministro de Asuntos Exteriores

El presente Acuerdo entró en vigor el 21 de mayo
de 2003, fecha en que las Partes se han notificado
mutuamente el cumplimiento de las respectivas forma-
lidades constitucionales, según se establece en su ar-
tículo 13.1.

Lo que se hace público para conocimiento general.
Madrid, 20 de junio de 2003.—El Secretario General

Técnico, Julio Núñez Montesinos.

MINISTERIO DE JUSTICIA

13282 INSTRUCCIÓN de 13 de junio de 2003, de
la Dirección General de los Registros y del
Notariado, complementaria de la Instrucción
de 30 de diciembre de 1999, sobre presen-
tación de las cuentas anuales en los Registros
Mercantiles mediante procedimientos telemá-
ticos.

La Instrucción de 26 de mayo de 1999 de este Centro
Directivo estableció la forma sobre la presentación de
las cuentas anuales de los Registros Mercantiles median-
te soporte informático y sobre la recuperación de sus
archivos. Posteriormente se dictó otra Instrucción de este
Centro Directivo de 30 de Diciembre de 1999 sobre
presentación de las cuentas anuales a través de pro-
cedimientos telemáticos.

Las citadas Instrucciones se dictaron en un momento
en el que no existía una norma con rango de Ley que
incorporara a la seguridad jurídica preventiva las técnicas
informáticas, telemáticas y electrónicas. Publicada la
Ley 24/2001, de 27 de diciembre, se hace preciso com-
plementar la Instrucción de 30 de diciembre de 1999
y adaptar ésta al contenido de aquella norma.

Desde esta perspectiva, la Ley 24/2001, de 27 de
diciembre, establece, entre otras cuestiones, las normas
a las que deben sujetarse los registradores y notarios
cuando utilicen su firma electrónica avanzada en el ejer-
cicio de sus funciones públicas, determinando, en lo que
a los notarios interesa, la posibilidad de que todas las
funciones que hasta el momento desarrollaba en soporte
papel las puede efectuar en soporte electrónico y, evi-
dentemente, entre dichas funciones la legitimación de
aquellos certificados de particulares que contengan fir-
mas electrónicas avanzadas de éstos.

Pues bien, el art. 366.2 del Reglamento del Registro
Mercantil confiere a la Dirección General la facultad de
autorizar que el depósito de las cuentas anuales se efec-
túe mediante soporte informático. Este sistema tenía sus
precedentes en las Órdenes del Ministerio de Justicia
de 14 de enero de 1994, 14 de junio de 1995 y 30
de abril de 1999, referidas a los modelos obligatorios
de presentación de las cuentas anuales en los Registros
Mercantiles y del documento informativo de las Socie-
dades Anónimas.

Por otro lado, el citado artículo 366 del Reglamento
del Registro Mercantil establece en el apartado 1.2 pri-
mer inciso, la necesidad de que estén legitimadas nota-
rialmente las firmas que aparezcan en la «certificación
del acuerdo del órgano social competente ... que con-
tenga el acuerdo de aprobación de las cuentas y de
la aplicación del resultado», debiéndose entender que
tal legitimación notarial de firmas se extiende a cua-
lesquiera tipo de éstas, sean manuscritas o electrónicas.

Trasladadas las anteriores reflexiones a la presenta-
ción telemática del depósito de cuentas en soporte infor-
mático y, como consecuencia de las prescripciones intro-
ducidas por la Ley 24/2001 el certificado del acuerdo
social, conteniendo la aprobación de las cuentas y la
aplicación del resultado, deberá ser firmado por las per-
sonas que tengan competencia en la persona jurídica
correspondiente con su firma electrónica avanzada, legi-
timando el notario esa firma electrónica avanzada de
los certificantes, a través de su firma electrónica avan-
zada notarial.

A mayor abundamiento, y aun cuando no existiera
la citada Ley 24/2001, resulta patente, a la vista del
párrafo segundo, del apartado segundo del artículo 1


